Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 43 minutos.) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el agrado de recibir a autoridades del Codicen 
y de Educación Secundaria, quienes han concurrido en la tarde de hoy para considerar el proyecto de 
ley por el que se deroga el artículo 1? del Decreto-Ley N* 14.414, de 12 de agosto de 1975, relativo al 
régimen de pasividades, permanencia en el cargo, ascensos, descanso y retiros de la Administración 
Nacional de Educación Pública. 


En una primera instancia nos pareció que se trataba de una norma sencilla, porque había una 
apelación a una presunta inconstitucionalidad del Decreto-Ley; pero, luego, nos acercaron una 
sentencia de la Suprema Corte de Justicia -ante un reclamo que se realizó- donde se establece que 
no es inconstitucional, aunque obviamente se ocupa solo del caso del que recurrió. 


Por otra parte, los profesores de Educación Secundaria nos plantearon una serie de 
problemas con respecto a las pasividades y al retiro obligatorio. Por ejemplo, que si se derogaba esta 
norma se ponía en funcionamiento el Estatuto del Funcionario Docente, que establece una prórroga 
de una sola vez por un año, y ello tendría consecuencias hasta en la propia estructura de la 
enseñanza. 


Por tanto, nos gustaría conocer la posición de las autoridades de la enseñanza respecto a 
este proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo y es en tal sentido que cedemos el uso de la 
palabra al señor Presidente del Codicen, profesor Wilson Netto. 


SEÑOR NETTO.- Nos parece muy oportuna la presentación de un proyecto de ley de estas 
características por parte del Poder Ejecutivo -fue elaborado a instancias de la ANEP- porque 
entendemos que es conveniente la derogación del artículo que al que hacía mención el señor 
Presidente. Ello se debe, en primer lugar, a que la normativa tiene que considerar aspectos vinculados 
a necesidades educacionales; en ese sentido, los elementos que figuran en los artículos 58 y 59 del 
Estatuto del Funcionario Docente prevén situaciones de prórroga, más allá de los mencionados 
plazos. En particular, se hace referencia a una Resolución del Codicen, de 30 de abril de 2009, en la 
cual se establece que claramente es materia de carácter estatutario por ser el órgano jerarca el que 
genera y aprueba ese Estatuto. En esa Resolución se fija la pauta de que se concederá solamente un 
año de prórroga luego de los 35 años de actividad docente, que creo es a lo que se refería el señor 
Presidente. Lo que establece el Estatuto es que, una vez que se tiene la causal jubilatoria, la primera 
prórroga se solicita a los 30 años; después la prórroga a conceder pasa a 35 años; y, luego, se otorga 
año a año. La Resolución de 2009 pone el límite de un año más, por única vez, a partir de los 35 años. 


También es importante destacar que esta normativa prevé ciertas condiciones que permiten al 
Ente -de acuerdo al interés educacional y su especialización- conceder o no aspectos como en este 
caso puntual referido al tema de las prórrogas. 


Por tanto, creemos que el proyecto de ley es razonable y que el Ente, en el marco de su 
autonomía y de su especificidad, debe generar materia desde el punto de vista estatutario, 
preservando las características y las competencias que la Constitución le da la Administración 
Nacional de Educación Pública. 


En cuanto a la Resolución de la Suprema Corte de Justicia, de marzo de 2011, donde se 
plantea que la ley no es inconstitucional, quiero señalar lo siguiente. En el proyecto de ley se cita al 
profesor Cassinelli Muñoz, quien sostuvo que “La autonomía no solamente consiste en que el Consejo 
O Directorio regula sus asuntos con independencia del Poder Legislativo. La ley tiene que respetar 
determinados temas que son la especialización del Ente”. Para profundizar sobre este punto, me 
gustaría ceder el uso de la palabra al doctor Pablo Chargoñia. 


SEÑOR CHARGONÑIA.- El proyecto de ley del Poder Ejecutivo establece el concepto del principio de 
especialización, que es lo que está en juego aquí. El Decreto-Ley N* 14.414, de 1975, en la redacción 
dada por la Ley N* 16.462, indudablemente es una norma de naturaleza estatutaria en la medida en 
que regula aspectos de la carrera docente, nada más y nada menos que su extensión y las condiciones 
para las eventuales prórrogas. Por lo tanto, indiscutiblemente estamos en presencia, en sede, de 
norma estatutaria. 


El planteo que hace la ANEP, que fue recogido por el Poder Ejecutivo, es que esa ley invade 
el principio de especialización porque la carrera docente debe tener un tratamiento y una regulación 
distinta al de la carrera administrativa común. La ley podría regular la materia estatutaria pero en 
términos de reglas fundamentales o de normas suficientemente generales, para aplicarse a distintos 
tipos de funcionarios. El funcionario docente y la carrera docente en lo que refiere al ingreso, al pasaje 
de grado, al ascenso, a la distribución de tareas y a su extensión, constituyen una materia que se 
evidencia como específica. Por lo tanto, da la impresión que es propia del principio de especialización 
del que habla el artículo 204 de la Constitución de la República y que el doctor Cassinelli Muñoz ha 
manejado en la Cátedra muchas veces. Recuerda Cassinelli Muñoz que este concepto de 
especialización del ente autónomo enseñanza fue recogido en la Constitución de 1918 y, antes de la 
reforma constitucional de 1952, por la doctrina, citando particularmente a Juan Andrés Ramírez y a 
Justino Jiménez de Aréchaga. Señalaba que si existían entes autónomos era porque había ciertas 
materias que era inconveniente que fueran reguladas por las autoridades políticas del Estado Central. 
Es decir que en determinadas materias especiales era preferible que no entraran las autoridades del 
Estado Central y que ello se dejara en manos de las autoridades del ente especializado. Dice Casinelli 
Muñoz que hay por tanto una división material, una división por temas, entre temas propios de la 
especialización del ente autónomo -cuya regulación compete exclusivamente al ente- y temas en los 
cuales el ente autónomo puede actuar pero sin que tenga competencia exclusiva. Solo en estos últimos 
temas cabe la regulación legislativa. 


Da la impresión que el Decreto-Ley N* 14.414 invade este principio de especialización de los 
entes autónomos, que constituye uno de los principios cardinales del esquema de los entes 
autónomos previstos por la Constitución de la República, por la especificidad, insisto, de la carrera 
docente y de las condiciones que el docente debe tener para que luego de 35 años de tarea pueda 
seguir desempeñándola. Dicen los doctrinos citados que la defensa del principio de especialización es 
una razón de buena administración. ¿Por qué la Constitución cree que es el Consejo Directivo Central 
de Anep el que debe regular la materia? Porque es la autoridad de la enseñanza la que conoce 
especialmente los casos en los que hay necesidad de extender la prórroga o no, y para qué casos la 
extensión debe ser por un año, en años sucesivos o en quinquenios. 


Entonces, más allá -podría decirse- de la dudosa constitucionalidad a la luz de un 
pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia, que está claro que no tiene alcance general, existe 
una razón de inconveniencia. 


La ley establece tres aspectos que resultan inconvenientes para el interés público, el interés 
educacional. En el primero se manejan como dos causales de la prórroga los antecedentes del 
docente y la capacidad psicofísica. Estas causales no son suficientes para evaluar la inconveniencia o 
no de la prórroga, porque puede haber otras razones propias del servicio. Puede darse el caso de un 
docente con buenos antecedentes y capacidades psicofísicas en un ámbito de especialización o en un 
área donde los postulantes, jóvenes docentes, con buena formación, están empujando las puertas 
para entrar. Entonces, el recambio generacional se haría imposible porque la ley no permite a la 
autoridad de la enseñanza distinguir en áreas en la que hay recursos humanos habilitados para 
ingresar, de otras áreas donde tenemos déficit; hace tabla rasa. 


El segundo aspecto inconveniente es el de la prórroga por un lustro o quinquenio. La 
imposibilidad de que después de los 35 años pueda haber prórrogas por períodos menores porque 
resulte convenientes. Por ejemplo, años sucesivos con un control anual, que tal vez cubran el 
quinquenio. Esto sería conveniente porque la capacidad psicofísica, a cierta altura de la carrera del 
docente, debe ser evaluada con mayor frecuencia, del mismo modo que deberían evaluarse 
anualmente los antecedentes; también el interés del ente educacional podría ser evaluado. Es decir, el 
docente podría tener un año, dos, tres, cuatro o cinco de prórroga, pero la ley no da esta posibilidad, ya 
que cristaliza el quinquenio como la única posibilidad de prórroga: son cinco años o nada. 


El tercer inconveniente -que tal vez sea el mayor de todos- es lo que se conoce como la 
prórroga tácita. Si en un determinado lapso el Consejo no deniega la prórroga por ausencia de alguna 
causal, se considera concedida. El silencio de la administración favorece a la prórroga. Nosotros 
tenemos la situación que habilita la ley eventualmente de una prórroga tácita o ficta de un docente cuya 
capacidad psicofísica no fue evaluada. Ciertamente que si esto no se hizo en un plazo razonable de 
180 días, hay un déficit administrativo que admitimos. Pero que el resultado es pernicioso o perverso, 
lo es. Si en 180 días no se evaluó la capacidad psicofísica o se evaluó pero no se resolvió la 
denegatoria, la prórroga se considera tácitamente concedida. Esto también es inconveniente para el 
interés educacional porque tendríamos situaciones de docentes de larga trayectoria, cuya capacidad 
psicofísica no sería analizable en el caso. 


Estas razones no obstan a que si se deroga el Decreto-Ley N* 14.414, el Consejo Directivo 
Central no recoja algunas de las inquietudes de los docentes, particularmente, en materia de déficit de 
los docentes. Por eso digo que este es un tema de especialización del ente. El Consejo Directivo 
Central sabe exactamente cuáles son las áreas con déficit docente y no tiene ningún interés en generar 
vacíos o afectar el plantel docente por sustitución de docentes con formación docente a cambio de 
docentes que no la tienen. La derogación no implicaría dejar situaciones inconvenientes para la 
jubilación de los funcionarios o inconveniente para el servicio. Por el contrario, en la medida que integra 
la materia estatutaria, el Consejo Directivo Central, con el conocimiento que tiene de la carrera 
docente, de la especificidad y de las necesidades del Ente, podrá evaluar la posibilidad de una 
prórroga por un año o de prórrogas sucesivas. Lo que se podría reclamar es la derogación de la norma 
legal para que la materia estatutaria, de acuerdo al principio de especialización, sea dictada por el 
Consejo Directivo Central. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre el tema quisiera hacer una pregunta. Si bien es verdad que la 
administración actuará con tino respecto a las vacantes que se cubran y al no resentimiento del 
servicio, ¿con estos antecedentes de denegatoria del recurso de inconstitucionalidad no temen que 
haya una sucesión de reclamos en ese sentido? Si bien es verdad que la Suprema Corte de Justicia y 
el Fiscal de Corte han dictaminado que esto no agravia la Constitución, en algún momento se pueden 
presentar presuntos lesionados o damnificados por esa vía. Mientras la Suprema Corte de Justicia 
mantenga la actual composición, con toda seguridad existirán los mismos dictámenes, pero a lo largo 
de la historia en el Uruguay podemos constatar que al cambiar su integración, los dictámenes sobre 
una misma materia pueden variar. 


Por otro lado, quiero consultar sobre una lista que tengo en mi poder; sinceramente no 
recuerdo si es de la totalidad de los docentes o de aquellos que enseñan materias con respecto a las 
cuales hay dificultades en el dictado de los cursos. Son datos extraídos del escalafón docente del 
departamento de Montevideo, del Consejo de Educación Secundaria, Oficio 574, de 19 de diciembre 
de 2011. Por ejemplo, aquí se menciona que hay 552 docentes que dictan Historia. Mi pregunta es si 
este es el total de docentes que enseñan esta materia. También se señala que hay 305 docentes para 
Matemáticas, 336 para Literatura, etcétera. Quisiera conocer su opinión sobre este punto. 


SEÑOR DUHAGÓN.- Creo que ese es el objeto por el cual el ente autónomo solicitó la derogación de 
la ley. 


En realidad, subsisten dos normas paralelas que regulan la misma materia, debido a una 
particularidad que todavía no se dijo. Tanto la Ley N* 16.462 como la anterior son previas al 
Estatuto en el tiempo. Originalmente nacieron como una especie de inspiración o de concepto rector 
básico, pero el Estatuto que se aprobó posteriormente fue estableciendo requisitos y exigencias 
distintas. Ya no había que contemplar solamente lo que estaba bajo la órbita de la Ley N* 16.462, sino 
otros aspectos como la existencia de docentes con déficit de clases, el interés del servicio educativo y 
que luego de los 35 años solo podrá concederse en casos excepcionales de necesidad o en 
condiciones relevantes que redunden en beneficio del ente. 


En definitiva, la subsistencia de esta ley lleva a que un universo de personas pueda pedir que 
no se le aplique el Estatuto, sino esa ley anterior, pues para mantenerse en el organismo simplemente 
se requiere tener aptitud psicofísica y una buena evaluación. 


Creo que también hay que tener en cuenta que con posterioridad a esa ley y al Estatuto, la 
Ley General de Educación N* 18.437 establece expresamente que es el Codicen el que tiene la 
competencia de aprobar todas las materias reguladas, vinculadas a sus funcionarios. 


En el título final, referente a Derogaciones y Observancias, se establece expresamente que se 
derogarán todas aquellas disposiciones legales que se opongan a la presente ley. Por lo tanto, nuestro 
aporte tiene que ver con lo posterior de la norma en el tiempo, la especificidad, la contradicción con el 
Estatuto y, fundamentalmente, una Ley General de Educación que establece que todo lo que se 
oponga a la regulación allí prevista se considera derogado. 


SEÑOR PASQUET.- No voy a considerar ahora los problemas jurídicos que esto puede ocasionar. En 
realidad, quiero referirme a otros aspectos de la cuestión. 


Los profesores que nos visitaron la semana pasada nos planteaban, básicamente, que 
muchos de ellos quieren continuar en la actividad, pues sienten que están en condiciones de hacerlo. 
En general, los profesores no sobran, sino que faltan, sobre todo en algunas materias como 
Matemáticas Ante esa situación, cuesta entender por qué se pretende precipitar el retiro de personas 
que estarían en condiciones de seguir trabajando y que quieren hacerlo; por supuesto, deberán 
someterse a una prueba de aptitud y ser evaluados. Parecería que, en principio, estos profesores 
podrían continuar trabajando. Uno entiende el argumento de que en algunas materias hay profesores 
jóvenes que están en condiciones de tomar la posta y el relevo generacional tiene una lógica que todos 
entendemos. Se nos dice que las materias en las que los docentes abundan son, por ejemplo, Historia 
y Literatura. Pero en el caso de las materias en las que falta gente idónea y capacitada -Matemáticas 
parece ser el caso más claro- uno se pregunta por qué se impide que sigan dando clase. 


Los profesores nos aportaban datos de otras materias en las que se presentan dificultades 
similares. Creo que citaban el caso de Astronomía y nos decían que los inspectores de esa materia son 
muy pocos. Lo mismo sucede con Matemáticas, pues hay cinco inspectores, dos de los cuales 
deberían pasar a retiro forzoso por aplicación de estas normas. Cuesta entender por qué se llega a esa 
situación. Además, hemos leído en la prensa que como posible consecuencia de ciertos problemas del 
Plan Nacional Integrado de Formación Docente 2008, mucha gente que se está preparando para ser 
docente abandona los cursos porque no puede seguirlos, no sé si debido a la cantidad de materias, la 
carga horaria, las dificultades u otros motivos. La estadística muestra que, por ejemplo, del total de 
personas que comienzan la preparación docente en Matemáticas, deserta un 90%. O sea que hay una 
carencia grave. Ante esos hechos, me pregunto si no habría que pensar en prolongar la permanencia 
en actividad de los profesores que están en condiciones de continuar. Por supuesto que la prueba de 
aptitud es indispensable, pero parecería que la necesidad primordial es que sigan los que pueden 
hacerlo. 


Por otro lado, estos profesores que nos visitaron nos decían que a veces sucede que los que 
cesan por la edad son reclutados luego para continuar en el mismo Ente que los jubila. Pero sucede 
que estas personas se jubilan en las categorías 6 o 7, que son las máximas de su escalafón -quizás la 
terminología no sea la apropiada- y luego los contratan para reengancharse en la categoría 1 o 2. De 
esta manera, ganan menos y pierden la posibilidad de elegir el centro educativo donde van a enseñar, 
posibilidad que tenían al encontrarse en las categorías superiores de su respectivo escalafón. 


Debo decir que yo también integro la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social y en 
las últimas semanas hemos estado considerando un proyecto de ley que permite que las personas que 
se jubilen, sobre todo en el sector de Industria y Comercio, puedan continuar en actividad bajo 
determinadas condiciones y cumpliendo ciertos requisitos. Una de las preocupaciones que se había 
planteado en la Comisión a este respecto era que el mecanismo legal que se está estudiando pudiera 
facilitar una práctica que no se desea permitir: que se jubile alguien para retomarlo después en otra 
categoría y con un salario y condiciones de trabajo no tan buenos como los que tenía antes. Por 
ejemplo, yo puedo tener como empleado a Juan Pérez en mi empresa ganando 10, hago que se jubile 
y después lo retomo pagándole 5. Naturalmente, nadie quiere que eso funcione así. Me asalta la 
preocupación de que, en este caso, ocurra algo parecido. Puede suceder que a los profesores que se 
jubilan después de 35 años de actividad se los vuelva a contratar y vayan a trabajar como si recién 
empezaran. En realidad, uno puede pensar que si están en condiciones de seguir trabajando, tendrían 


que hacerlo con todas las prerrogativas que se han ganado a lo largo de 35 años de carrera docente y, 
si no están en condiciones de continuar, que no lo hagan. Pero que no se diga que no pueden seguir 
como docentes categoría 7 y sí ser retomados como docentes categoría 1 o 2. 


En definitiva, en función de los elementos que aportaron en sesiones pasadas de la Comisión 
los profesores que nos visitaron, estas serían las dudas que nos asaltan. Por lo tanto, apreciaríamos el 
comentario al respecto de nuestros distinguidos visitantes del día de hoy. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Michelini.) 


SEÑOR NETTO.- La legislación actual permite que los docentes jubilados puedan reingresar a la 
actividad bajo ciertas condiciones en cuanto a su aptitud psicofísica y a su desempeño, que le permitan 
seguir trabajando. Esto rige tanto para los que se jubilan voluntariamente como para quienes lo hacen 
en cumplimiento del Estatuto. La ley establece que los jubilados se reintegran en el primer grado del 
escalafón; por lo tanto, cobran lo correspondiente a ese grado. 


Con respecto a la elección de horas, la normativa determina que lo hacen de acuerdo a un 
ordenamiento elaborado en función sus méritos y no se considera la antigúedad. Quienes eligen las 
horas en primer lugar son los docentes efectivos en actividad. Es cierto lo que planteaba el señor 
Senador con respecto a que se retiran en una determinada posición, pero luego vuelven en otra y, por 
lo tanto, eligen en otro lugar. Si ingresan en un nivel inferior al que tenían es porque ya hay gente 
ocupando su lugar. En el interior del país sucede, muchas veces, que los docentes jubilados se 
reintegran prácticamente en los mismos lugares que ocupaban. Es cierto que de repente cobraban diez 
y ahora se les paga seis, pero cobran ocho porque perciben las dos cosas simultáneamente. Sería una 
especie de media jubilación que se ha instaurado desde hace muchísimos años. Esa es la situación 
que se da. 


Por otro lado, estamos en conocimiento de que la Sala de abogados del Codicen realizó un 
planteo a través del cual se propone la prórroga por un año después de los 35, pero no en forma tácita 
sino evaluando las aptitudes y la situación de los profesores. 


A efectos de poner la casa en orden en Secundaria, se presentaron un par de resoluciones 
donde advertíamos a los profesores que para solicitar la prórroga tenían que tener iniciado su trámite 
jubilatorio y que se iba a cumplir estrictamente con lo establecido en el Estatuto del Funcionario 
Docente. Posiblemente muchas personas se vieron directamente afectadas y eso se reflejó en su 
elección. La razón que motivó esta iniciativa fue que descubrimos una especie de juego a través del 
cual los profesores no iniciaban el trámite jubilatorio. De esta forma, comenzamos a marcar el camino 
para saber cuántos años de actividad tenía cada uno de ellos y eso, a su vez, despertó temores. Ese 
trámite que se realiza año a año todavía no está resuelto por el Codicen. 


Otro de los temas que nos preocupa -lo hemos planteado al Codicen- es que se está 
produciendo una especie de desfase con respecto a las nuevas jubilaciones porque están llegando 
aquellos que por su edad fueron obligados a ingresar a las Afap y puede ocurrir que si aún no han 
cumplido los 60 años sus jubilaciones se vean disminuidas. De esta forma, hay que considerar ciertas 
situaciones porque están topeadas. No descartamos que corresponda que este tema sea analizado en 
el ámbito del Codicen. 


SEÑOR LORIER.- Antes que nada saludamos a las autoridades que hoy nos visitan. 


Hace unos días esta Comisión recibió a los representantes de la Asociación Nacional de 
Profesores que vinieron a exponer sobre el régimen de pasividades. Al respecto, me surge una 
inquietud que me gustaría que se me aclarara. Según tengo entendido, cuando los docentes 
reingresan lo hacen en una categoría diferente a la que tenían y luego, según el Estatuto, no pueden 
ascender. 


A efectos de una mejor ilustración de la inquietud por ellos planteada, procedo a leer el 
informe que se nos entregó y que queremos trasladar a los invitados. Dice: “Por lo tanto, la 


consecuencia es que pasamos a elegir horas en un liceo que ya no está cerca de nuestras casas, para 
cursos que no estábamos acostumbrados a dar y, además, puede suceder que nos toquen seis horas 
en un lado y tres en otro, cobrando la mitad del sueldo. Eso hace que muchos desistan de volver y, 
obviamente, solo lo hacen por razones de necesidad o porque realmente tienen la camiseta muy 
puesta, ya que todo esto realmente perjudica a los docentes. La verdad es que no he visto que ninguna 
empresa vuelva a tomar a un funcionario, le pague la mitad del sueldo y, además, le diga que si bien 
antes era gerente, ahora será portero, dicho esto con todo respeto”. 


Esta es la inquietud que nosotros recibimos y, a nuestro juicio, va más allá del tema material y 
de que los salarios sean inferiores. La preocupación tiene que ver con la carrera docente y el cuidado 
que se debería tener con quienes, ejerciéndola, puedan sentirse menoscabados. No sé si me explico. 
Si bien no soy docente -los invitados sí lo son- trato de ponerme en el lugar de la otra persona y puedo 
apreciar que después de ejercer su carrera, si por distintos motivos se jubila, cuando se reintegra a la 
actividad puede sentirse menoscabado como docente, no respetado en la esencia misma de su 
profesión. Esa es la preocupación que me genera esta situación. 


Me pregunto si existe la posibilidad de generar mecanismos para que esto no ocurra. 
Justamente estamos tratando de buscar, por lo menos, una solución intermedia a esta situación. 


SEÑOR TINETTO.- No se trata de que quien se jubila reingrese en cualquier lugar. En Secundaria hay 
docentes que se jubilaron como directores o inspectores y que se han reintegrado como asesores; 
otros han retomado algunas horas porque quieren seguir dando clase. También se ha reintegrado a 
gente que ha estado dando clases como profesor. Es cierto que los profesores que trabajaban en los 
liceos más queridos, en aquellos donde gusta más trabajar, cuando se jubilen seguramente tendrán 
aspirantes por delante que elegirán antes que ellos. Es cierto, también, que tal vez deban ir a trabajar- 
creo que con dignidad y respeto porque todos los liceos tienen el mismo valor- a un liceo que no esté al 
lado de su casa y tal vez tengan que tomarse un ómnibus para llegar allí. Pero ha ocurrido que algunos 
docentes han vuelto a trabajar en el liceo en que lo hacían porque no había profesores de la 
asignatura. Algunos de ellos lo han hecho por decisión propia: solicitaron su jubilación y luego se 
reintegraron. No creemos que haya una situación en la que se genere un menoscabo en la categoría, 
aunque sí en el grado. Lo dispone la ley y, sin ninguna duda, cobran por el grado 1, pero la jerarquía 
del profesor generalmente está ganada por él mismo. 


SEÑOR DUHAGÓN.- No sé si quedó claro, pero es importante precisar que el Estatuto no establece 
que la persona debe irse a los cinco años, sino que tiene derecho a solicitar una prórroga. En ese 
momento se analiza la existencia o no de déficit de horas a nivel educativo para otorgarlas y se tiene 
en consideración si hay materias en las que faltan docentes. No solo se hacen esos análisis, sino que 
también se puede ir dando prórrogas a lo largo del tiempo. Una de las propuestas que mencionaba el 
Director General refería a que las personas pudieran continuar en esa situación año a año hasta el 
quinto; en los hechos, es el mismo tope que establecía la ley que el Poder Ejecutivo brega por derogar. 
Es decir que en ese sentido tampoco se perjudicaría al universo de docentes porque se dan las 
prórrogas teniendo en cuenta los intereses de la Administración, pero lo que sucede es que no se 
otorgan automáticamente y solo son por cinco años. 


SEÑOR CHARGONÑIA.- El tema de los reingresos está regulado específicamente en la norma 
estatutaria. Los planteos de los señores Senadores Pasquet y Lorier pueden ser perfectamente 
atendibles pero integran la materia estatutaria de debate del ente autónomo sobre la base del principio 
de especialización que se mencionaba: atender la importancia de algunas áreas con déficit de horas o 
la dignidad docente cuando se lo reingresa. En el artículo 61 del Estatuto, se dice: “Los reingresos 
estarán condicionados a los siguientes requisitos: 


a) Probada capacidad psicofísica. 


b) Aptitud y actuación docente satisfactoria (por lo menos 71 puntos), promedio del último 
trienio. 


Cc) No existir en el subescalafón, especialidad y departamento del peticionario, docente efectivo 
con déficit de horas de clase ni titulados sin cargo o efectividad”. 


Luego, en el literal e) agrega: “Otros sobre los que el Consejo respectivo y el Consejo 
Directivo Central apreciarán la oportunidad y conveniencia para el buen funcionamiento del servicio”. 


Posteriormente regula estas formas de reingreso en dos subtipos básicos que ya se han 
mencionado. El artículo 63 dice: “Uno docente efectivo jubilado, solamente podrá reintegrarse al 
servicio activo en calidad de no efectivo en su respectivo subescalafón, a propuesta del Consejo 
desconcentrado o Dirección General correspondiente. El Consejo Directivo Central resolverá de 
acuerdo con las siguientes condiciones: 


63.1. Si el docente deja en suspenso la jubilación, el reintegro se realizará sujeto a las 
disposiciones sobre prórroga de actividad docente, percibiendo sus haberes por el equivalente al costo 
horario del grado que poseía a la fecha de su jubilación. 


63.2. Si el docente no suspende la jubilación se reincorporará a la actividad solo en el 1.9 
grado escalafonario, percibiendo la remuneración correspondiente y no pudiendo acceder en ningún 
caso a cargos de mayor grado”. 


Esto puede ser discutible, pero es materia estatutaria. Desde luego, la ley, cuya derogación 
estamos discutiendo, no dice absolutamente nada sobre los reingresos. Justamente, estamos en 
presencia de un ejemplo complejo y discutible -como son las regulaciones de los derechos y deberes 
de los funcionarios- que está regulado en forma precisa en el Estatuto del personal docente dictado 
con el Consejo Directivo Central y, también, en el ámbito de la carrera docente universitaria en el 
Estatuto del docente universitario dictado por el Consejo Directivo Central de la Universidad de la 
República. Imagino que en el futuro, cuando se instalen el JUDE y la Universidad Tecnológica, los 
órganos jerárquicos también van a regular esta materia sobre la extensión de la carrera docente, los 
requisitos a exigir para las prórrogas y los reingresos. Sin perjuicio de que en ámbitos de normas 
fundamentales la ley pueda regular en materia de todos los funcionarios, da la impresión de que hay 
algunas otras cuestiones como esta que deberían ser sometidas a consideración del Consejo Directivo 
Central. 


SEÑOR NETTO..- Señor Presidente: en primer lugar, me gustaría hacer referencia al hecho de que se 
están haciendo planteos que son atendibles en varios aspectos. Quisiera recordar que el Estatuto 
establece un plazo de 35 años y prórrogas anuales, y que, con carácter de materia estatutaria, hay una 
resolución del Codicen del año 2009 que establece como límite un año más. Naturalmente, puede 
ingresar a discusión del Consejo Directivo Central la pertinencia o no de la modificación de esta 
resolución. 


Por otra parte, me parece importante señalar que la especificidad del Ente y el interés 
educacional llevan consigo elementos tales como la formación de las personas, no solo la antigúedad - 
estamos debatiendo sobre ese elemento, pues queremos profundizar a ese respecto por la calidad de 
la Educación Pública- la trayectoria, el liderazgo, la referencia de los docentes en cada una de sus 
disciplinas para el resto del colectivo, la asistencia y la muestra de compromiso a lo largo del tiempo 
con la Educación Pública y su trabajo. Ahora bien, las formas de ingreso al sistema de educación son 
variables y están claramente establecidas en el Estatuto. Luego, cada determinado tiempo, se avanza 
por antigúedad de a un grado, llegando a la séptima categoría, como se hizo referencia. Eso es así, 
independientemente de los elementos que hoy traigo a discusión, es decir, la formación, trayectoria, 
compromiso y muestra de buen funcionario en muchos aspectos. Una ley que uniformice elementos de 
ese tipo debilita las posibilidades y las competencias que le corresponden al Ente. La prórroga está 
dada en función de condiciones tales como la asistencia y la trayectoria del funcionario. Si su actividad 
computada, que vincula los puntajes de dirección e inspección y la asistencia, es de cierto valor 
promedial, se hace un análisis en cada uno de los Consejos a fin de atender la solicitud de prórroga. Si 
los parámetros no son convenientes para la Educación Pública, no se atiende una solicitud de esas 
características. Dada esa especificidad, conocimiento y competencias del Ente -como hacían 
referencia los señores Senadores Pasquet y Lorier- no se pueden generar espacios de debilitamiento 


que hagan que un funcionario no vea reconocida su trayectoria o sienta vulnerado todo el proceso que 
ha logrado desarrollar por tantos años. 


Por eso, me gustaría separar dos aspectos. Por un lado, entendemos conveniente que se 
derogue la ley, en primer lugar, para evitar las confusiones a que hacía referencia el señor Senador y 
porque, de producirse tal derogación, esas discusiones ya no tendrían sentido. 


Por otro lado, se debe tener presente que la normativa actual del ente permite la prórroga más 
allá de los 35 años. En el seno del Consejo Directivo Central, con todos los elementos que nos han 
aportado ustedes, deberemos discutir la Resolución del 30 de abril de 2009 que condiciona solo un año 
más. 


A nuestro entender, los espacios y la especificidad permitirán encontrar caminos que atiendan 
los problemas aquí planteados. De esa manera, el Ente, a través del Consejo Directivo Central -en 
principio, con informes favorables de los Consejos- podrá avanzar en la posible continuidad docente de 
los funcionarios más allá de los 35 o 36 años en áreas fundamentales para socializar conocimientos, 
como por ejemplo Matemáticas y Ciencias, sabiendo qué pasa en cada territorio, porque eso también 
es un elemento a tener en cuenta. 


Me parece relevante profundizar en que el conocimiento de las características en cada una de 
las situaciones fortalece, en mayor grado, las decisiones que se tomen en un ente como este. Se habló 
de cargos inspectivos, directrices y, también, de brindar oportunidades a las nuevas generaciones. Por 
lo tanto, es claro que ese equilibrio tendrá que estar bajo la potestad del Ente. 


Un cambio conceptual o paradigmático desde el punto de vista educativo también 
involucra elementos que ingresan en la discusión de estas temáticas. Por ejemplo, no por llegar a un 
grado máximo en mi carrera de inspector, tengo que continuar años en ese cargo no permitiendo que 
nuevas generaciones, que también tienen derecho a concursar, puedan hacer lo propio porque ese 
espacio va a estar ocupado por un período mayor. 


También es cierto que la persona puede dejar esa responsabilidad, retomar su tarea docente 
anterior y analizar su prórroga en función del carácter docente. Ese elemento es interesante. Por 
ejemplo, si soy inspector y solicito prórroga, lo hago en mi cargo, pero no como docente. Es una 
variable que complejiza -si no es así, que me corrijan los asesores que conocen claramente la materia 
normativa de nuestra institución- otras soluciones de estas características. Tal vez no esté en discusión 
que un buen docente tenga que continuar en su tarea; pero en el caso de un inspector o de un director, 
la necesidad de que la carrera sea un derecho de todos -no solo de los que llegaron primero- hace que 
muchas veces sean situaciones de acuerdo. 


Insisto en que la prórroga involucra a la persona y al cargo y eso condiciona, por ejemplo, que 
la persona que ocupa un cargo inspectivo se jubile e ingrese como docente. No está previsto el caso 
anterior de que libere la inspección, continúe como docente y se analice su prórroga como docente. 
Ese tema debe ser considerado como un elemento importante en el momento de tomar decisiones de 
estas características. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR TINETTO..- Si los señores Senadores lo entienden del caso, podemos enviarles la lista de la 
cantidad total de profesores efectivos e interinos por asignaturas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo con que se envíe cuanto antes esa información, por lo 
que les daremos la dirección de correo electrónico de la Secretaría a esos efectos. 


(Dialogados.) 


SEÑOR PASQUET.- A propósito de que se está pidiendo información, quisiera saber si es posible que 
se nos puede suministrar datos sobre la cantidad de solicitudes de prórroga en un período determinado 
-por ejemplo, en los últimos tres años- que recayó resolución expresa y en cuántas funcionó la prórroga 
tácita, si se hizo por el juego de los ciento ochenta días. Quiero tener una idea de cómo está 
funcionando desde el punto de vista administrativo, si lo normal es que se resuelva o todo lo contrario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que les daremos la dirección de correo electrónico para que nos 
envíen la información y, a partir de esos datos, tomaremos una decisión en la sesión de la próxima 
semana. 


Agradecemos la presencia de las autoridades del Codicen y de Enseñanza Secundaria. 
(Se retiran de Sala las autoridades del Codicen y de Enseñanza Secundaria.) 


De modo que para tomar una resolución sobre este proyecto de ley relativo al régimen de 
pasividades de la Administración Nacional de Educación Pública, debemos esperar la información que 
nos van a enviar las autoridades del Codicen y de Enseñanza Secundaria, por lo que el tema será 
incluido en el Orden del Día de la sesión del próximo martes. 


Sobre el tercer punto del orden del día, relativo al proyecto de ley sobre Armas Químicas, 
Sustancias Químicas Tóxicas o sus Precursores, cabe recordar que este tema estaba resuelto con la 
redacción que había propuesto el señor Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- También había una redacción propuesta por el señor Senador Gallinal. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador, pero entendimos que era mejor la suya. 


Se había votado el artículo 1% y consensuado el 2% menos su numeral 4) literal d) que expresa: 
“Mantenimiento del orden, incluida la represión interna de disturbios”. Ahí se agregaba un giro 
idiomático propuesto por el señor Senador Nin Novoa y decía algo así: “que surgiera de la propia 
Convención y que no podía perjudicar la salud”. 


(Dialogados.) 


SEÑOR DA ROSA.- Creo recordar que se había incorporado la figura de lesiones graves en esa 
redacción para que no se tratara simplemente de un problema respiratorio o algo similar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que la redacción correcta sería: “Mantenimiento del orden, incluida 
la represión interna de disturbios, con sustancias autorizadas por los protocolos internacionales”. 


SEÑOR PASQUET.- Voy a proponer una variante sobre la misma idea. Pienso que, en lugar de aludir a 
los protocolos internacionales, el texto debería decir “de acuerdo a las normas vigentes en la materia”. 
De esta forma, pueden ser internacionales o nacionales -no nos cerramos a nada- pero deben estar 
encuadradas en la normativa vigente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, la redacción sería la siguiente: 
“Mantenimiento del orden, incluida la represión interna de disturbios con sustancias químicas, de 
acuerdo con las normas vigentes en la materia”. 


El artículo 1* ya se votó. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2% con las modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 


-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Debemos designar miembro informante para esta iniciativa, que se considerará el próximo 
martes en el Senado. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Propongo al señor Senador Michelini. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En cuanto al Orden del Día de la próxima sesión, quiero precisar que queda como primer 
punto la Carpeta relativa al régimen de pasividades de la Administración Nacional de Educación 
Pública; como segundo punto tenemos el proyecto de ley relativo al Tráfico de Armas, sobre el que 
hemos recibido algunas opiniones. También está pendiente el Código de la Niñez y la Adolescencia y 
debería agregarse el tema de ANDA. 


En cuanto al Código General del Proceso, creo que sería conveniente incorporarlo como 
primer punto del Orden del Día del martes 13 para que la Subcomisión que fue creada nos informe y se 
reparta el comparativo. Considero que si no se presentan inconvenientes sobre esta norma, podríamos 
aprobarla en esa instancia a los efectos de elevarla luego al Senado y que quede aprobada este año. 
No me preocupa que este tema se trate en el Plenario en noviembre o en la primera semana de 
diciembre; no hay urgencia. Los interesados simplemente querían que no tuviera modificaciones para 
que no volviera a la Cámara de Representantes, porque eso llevaría seis meses más. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 50 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
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